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REPÚBLICA DEL ECUADOR
ASAMBLEA NACIONAL

Ofi cio No. SAN-2016-1196

Quito, 30 de junio de 2016.

Ingeniero
Hugo Del Pozo Barrezueta
Director Del Registro Ofi cial
En su despacho.-

De mis consideraciones:

La Asamblea Nacional, de conformidad con las atribuciones 
que le confi ere la Constitución de la República del Ecuador 
y la Ley Orgánica de la Función Legislativa, discutió 
y aprobó el PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL, USO Y GESTIÓN 
DE SUELO. 

En sesión de 28 de junio de 2016, el Pleno de la Asamblea 
Nacional conoció y se pronunció sobre la objeción parcial 
presentada por el señor Presidente Constitucional de la 
República.

Por lo expuesto, y, tal como dispone el artículo 138 de la 
Constitución de la República del Ecuador y al artículo 64 
de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, acompaño 
el texto de la LEY ORGÁNICA DE ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL, USO Y GESTIÓN DE SUELO, para 
que se sirva publicarlo en el Registro Ofi cial.

Atentamente,

f.) DRA. LIBIA RIVAS ORDÓÑEZ
Secretaria General

REPÚBLICA DEL ECUADOR
ASAMBLEA NACIONAL

CERTIFICACIÓN

En mi calidad de Secretaria General de la Asamblea 
Nacional, me permito CERTIFICAR que la Asamblea 
Nacional discutió y aprobó el "PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL, 
USO Y GESTIÓN DE SUELO", en primer debate el  7 de 
mayo de 2015, en segundo debate el 10 y 12 de mayo  de 
2016 y se  pronunció sobre la objeción parcial del Presidente 
Constitucional de la República el 28 de junio de 2016.

Quito, 28 de junio de 2016

f.) DRA. LIBIA RIVAS ORDÓÑEZ
 Secretaria General

REPÚBLICA DEL ECUADOR
ASAMBLEA NACIONAL

EL PLENO

CONSIDERANDO

Que, los numerales 5 y 6 del artículo 3 de la Constitución 
de la República establecen como deberes primordiales del 
Estado planifi car el desarrollo nacional, erradicar la pobreza, 

promover el desarrollo sustentable y la redistribución 
equitativa de los recursos y la riqueza para acceder al buen 
vivir; y, promover el desarrollo equitativo y solidario de 
todo el territorio, mediante el fortalecimiento del proceso 
de autonomías y descentralización;

Que, el artículo 23 de la Constitución del Ecuador establece 
que las personas tienen derecho a acceder y participar del 
espacio público como ámbito de deliberación, intercambio 
cultural, cohesión social y promoción de la igualdad en 
la diversidad. El derecho a difundir en el espacio público 
las propias expresiones culturales se ejercerá sin más 
limitaciones que las que establezca la ley, con sujeción a los 
principios constitucionales;

Que, el artículo 30 de la Constitución de la República 
señala que las personas tienen derecho a un hábitat seguro 
y saludable, y a una vivienda adecuada y digna, con 
independencia de su situación social y económica;

Que, el artículo 31 de la Constitución de la República 
dispone que las personas tienen derecho al disfrute pleno 
de la ciudad y de sus espacios públicos, bajo los principios 
de sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes 
culturas urbanas y equilibrio entre lo urbano y lo rural, y 
que el ejercicio del derecho a la ciudad se basa en la gestión 
democrática de ésta, en la función social y ambiental de 
la propiedad y de la ciudad, y en el ejercicio pleno de la 
ciudadanía;

Que, el numeral 2 del artículo 66 de la Constitución de la 
República reconoce y garantiza a las personas el derecho 
a una vida digna que asegure la vivienda y otros servicios 
sociales necesarios;

Que, el numeral 25 del artículo 66 de la Constitución de la 
República garantiza el derecho a acceder a bienes y servicios 
públicos y privados de calidad, con efi ciencia, efi cacia y 
buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz 
sobre su contenido y características;

Que, el numeral 26 del artículo 66 y el artículo 321 de la 
Constitución de la República garantizan a las personas el 
derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y 
responsabilidad social y ambiental;

Que, el artículo 83 de la Constitución de la República 
establece entre los deberes de los ciudadanos, el promover 
el bien común y anteponer el interés general al interés 
particular, conforme el buen vivir; y, asumir las funciones 
públicas como un servicio a la colectividad y rendir cuentas 
a la sociedad y a la autoridad, de acuerdo con la ley;

Que, el numeral 2 del artículo 85 de la Constitución de 
la República dispone que la formulación, ejecución, 
evaluación y control de las políticas públicas y servicios 
públicos que garanticen los derechos reconocidos por la 
Constitución, se regularán sin perjuicio de la prevalencia 
del interés general sobre el interés particular. Cuando los 
efectos de la ejecución de las políticas públicas o prestación 
de bienes o servicios públicos vulneren o amenacen con 
vulnerar derechos constitucionales, la política o prestación 
deberá reformularse o se adoptarán medidas alternativas 
que concilien los derechos en confl icto;

Que, el artículo 95 de la Constitución establece que las 
ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, 
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participarán de manera protagónica en la toma de 
decisiones, planifi cación y gestión de los asuntos públicos, 
y en el control popular de las instituciones del Estado y la 
sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente 
de construcción del poder ciudadano. La participación 
se orientará por los principios de igualdad, autonomía, 
deliberación pública, respeto a la diferencia, control 
popular, solidaridad e interculturalidad. La participación de 
la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un 
derecho, que se ejercerá a través de los mecanismos de la 
democracia representativa, directa y comunitaria;

Que, el artículo 100 de la Constitución establece que en 
todos los niveles de gobierno se conformarán instancias 
de participación integradas por autoridades electas, 
representantes del régimen dependiente y representantes de 
la sociedad del ámbito territorial de cada nivel de gobierno, 
que funcionará regidas por principios democráticos;

Que, el artículo 102 de la Constitución dispone que 
las ecuatorianas y ecuatorianos, incluidos aquellos 
domiciliados en el exterior, en forma individual o colectiva, 
podrán presentar sus propuestas y proyectos a todos los 
niveles de gobierno, a través de los mecanismos previstos 
en la Constitución y la ley;

Que, el artículo 133 de la Constitución del Ecuador 
establece que las leyes serán orgánicas y ordinarias; 
y, dispone que serán leyes orgánicas las que regulen 
la organización y funcionamiento de las instituciones 
creadas por la Constitución, el ejercicio de los derechos y 
garantías constitucionales, y la organización, competencias, 
facultades y funcionamiento de los gobiernos autónomos 
descentralizados;

Que, el artículo 154 de la Constitución del Ecuador dispone 
que a las ministras y ministros de Estado, además de las 
atribuciones establecidas en la ley, les corresponde ejercer 
la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y 
expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que 
requiera su gestión;

Que,  el artículo 213 de la Constitución de la República del 
Ecuador establece que las superintendencias son organismos 
técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de 
las actividades económicas, sociales y ambientales, y de 
los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, 
con el propósito de que estas actividades y servicios se 
sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés 
general. Las superintendencias actuarán de ofi cio o por 
requerimiento ciudadano. Las facultades específi cas de las 
superintendencias y las áreas que requieran del control, 
auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán 
de acuerdo con la ley;

Que, el artículo 241 de la Constitución de la República 
dispone que la planifi cación deberá garantizar el 
ordenamiento territorial y será obligatoria en todos los 
gobiernos autónomos descentralizados;

Que, el artículo 248 de la Constitución establece que se 
reconocen las comunidades, comunas, recintos, barrios y 
parroquias urbanas. La ley regulará su existencia con la 
fi nalidad de que sean consideradas como unidades básicas de 
participación en los gobiernos autónomos descentralizados 
y en el sistema nacional de planifi cación;

Que, el artículo 260 de la Constitución dispone que el 
ejercicio de las competencias exclusivas no excluirá 
el ejercicio concurrente de la gestión en la prestación 
de servicios públicos y actividades de colaboración y 
complementariedad entre los distintos niveles de gobierno;

Que, el numeral 6 del artículo 261 de la Constitución 
de la República, dispone que el Estado central tendrá 
competencias exclusivas sobre las políticas de vivienda;

Que, los artículos 262, 263, 264 y 267 de la Constitución 
de la República del Ecuador regulan las competencias 
exclusivas de los gobiernos autónomos descentralizados 
regionales, provinciales, cantonales y parroquiales rurales, 
dentro de las cuales se encuentra la formulación de planes 
de ordenamiento territorial de manera articulada con los 
otros niveles de gobierno;

Que, el artículo 264 numerales 1 y 2 de la Norma Suprema 
establecen que los gobiernos municipales tendrán, 
entre otras competencias exclusivas, la de planifi car el 
desarrollo cantonal y formular los correspondientes planes 
de ordenamiento territorial, de manera articulada con la 
planifi cación nacional, regional, provincial y parroquial, 
con el fi n de regular el uso y la ocupación del suelo urbano 
y rural; y, la de ejercer el control sobre el uso y ocupación 
del suelo en el cantón;

Que, el artículo 266 de la Constitución de la República 
dispone que los gobiernos de los distritos metropolitanos 
autónomos, ejercerán las competencias que corresponden 
a los gobiernos cantonales y todas las que sean aplicables 
de los gobiernos provinciales y regionales, sin perjuicio de 
las adicionales que determine la ley que regule el sistema 
nacional de competencias;

Que, el numeral 6 del artículo 276 de la Constitución 
de la República establece como uno de los objetivos 
del régimen de desarrollo promover un ordenamiento 
territorial equilibrado y equitativo que integre y articule las 
actividades socioculturales, administrativas, económicas y 
de gestión, y que coadyuve a la unidad del Estado;

Que, el artículo 375 de la Norma Suprema dispone que 
para garantizar el derecho al hábitat y a la vivienda digna, 
el Estado, en todos sus niveles de gobierno, generará 
la información necesaria para el diseño de estrategias y 
programas que comprendan las relaciones entre vivienda, 
servicios, espacio y transporte públicos, equipamiento y 
gestión del suelo urbano; mantendrá un catastro nacional 
integrado georreferenciado de hábitat y vivienda; elaborará, 
implementará y evaluará políticas, planes y programas de 
hábitat y de acceso universal a la vivienda, a partir de los 
principios de universalidad, equidad e interculturalidad, 
con enfoque en la gestión de riesgos; mejorará la vivienda 
precaria, dotará de espacios públicos y áreas verdes, y 
promoverá el alquiler en régimen especial; y, desarrollará 
planes y programas de fi nanciamiento para vivienda de 
interés social;

Que, el artículo 376 de la Constitución de la República, 
para hacer efectivo el derecho a la vivienda, al hábitat y a 
la conservación del ambiente, otorga a las municipalidades 
la facultad de expropiar, reservar y controlar áreas para 
el desarrollo futuro, de acuerdo con la ley; y, prohíbe la 
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obtención de benefi cios a partir de prácticas especulativas 
sobre el uso del suelo, en particular por el cambio de uso, de 
rústico a urbano o de público a privado;

Que, el artículo 409 de la Constitución de la República 
del Ecuador determina la conservación del suelo como 
un tema de interés público y prioridad nacional, en 
especial su capa fértil y la obligación de establecer un 
marco normativo para su protección y uso sustentable que 
prevenga su degradación, en particular la provocada por la 
contaminación, la desertifi cación y la erosión;

Que, el artículo 415 de la Carta Fundamental dispone que el 
Estado central y los gobiernos autónomos descentralizados 
deberán adoptar políticas integrales y participativas de 
ordenamiento territorial urbano y de uso de suelo, que 
permitan regular el crecimiento urbano, el manejo de 
la fauna urbana e incentiven el establecimiento de zonas 
verdes;

Que, el literal c) del artículo 3 del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, 
defi ne el Principio de Coordinación y Corresponsabilidad 
como la responsabilidad compartida que tienen todos 
los niveles de gobierno con el ejercicio y disfrute de los 
derechos de la ciudadanía, el buen vivir y el desarrollo de 
las diferentes circunscripciones territoriales, en el marco de 
las competencias exclusivas y concurrentes de cada uno de 
ellos. Para el cumplimiento de este principio se incentivará 
a que todos los niveles de gobierno trabajen de manera 
articulada y complementaria para la generación y aplicación 
de normativas concurrentes, gestión de competencias, 
ejercicio de atribuciones. En este sentido, se podrán acordar 
mecanismos de cooperación voluntaria para la gestión de 
sus competencias y el uso efi ciente de los recursos;

Que, el literal e) del artículo 3 del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, 
defi ne el Principio de Complementariedad como la 
obligación compartida que tienen los gobiernos autónomos 
descentralizados de articular sus planes de desarrollo 
territorial al Plan Nacional de Desarrollo y gestionar sus 
competencias de manera complementaria para hacer 
efectivos los derechos de la ciudadanía y el régimen del buen 
vivir y contribuir así al mejoramiento de los impactos de las 
políticas públicas promovidas por el Estado ecuatoriano;

Que, el artículo 115 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización defi ne las 
competencias concurrentes como aquellas cuya titularidad 
corresponde a varios niveles de gobierno en razón del sector 
o materia, por lo tanto deben gestionarse obligatoriamente 
de manera concurrente. Y, agrega, que su ejercicio se 
regulará en el modelo de gestión de cada sector, sin 
perjuicio de las resoluciones obligatorias que pueda emitir 
el Consejo Nacional de Competencias para evitar o eliminar 
la superposición de funciones entre los niveles de gobierno. 
Para el efecto se observará el interés y naturaleza de la 
competencia y el principio de subsidiariedad;

Que, el artículo 458 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización establece que 
los gobiernos autónomos descentralizados tomarán todas 
las medidas administrativas y legales necesarias para evitar 
invasiones o asentamientos ilegales, para lo cual deberán 

ser obligatoriamente auxiliados por la fuerza pública; 
seguirán las acciones legales que correspondan para que se 
sancione a los responsables;

Que, el artículo 10 del Código Orgánico de Planifi cación 
y Finanzas Públicas, asigna al gobierno central “la 
planifi cación a escala nacional, respecto de la incidencia 
territorial de sus competencias exclusivas defi nidas en el 
artículo 261 de la  Constitución de la República, de los 
sectores privativos y de los sectores estratégicos defi nidos en 
el artículo 313 de la Constitución de la República, así como 
la defi nición de la política de hábitat y vivienda, del sistema 
nacional de áreas patrimoniales y de las zonas de desarrollo 
económico especial, y las demás que se determinen en 
la Ley. Para este efecto, se desarrollará una Estrategia 
Territorial Nacional como instrumento  complementario 
del Plan Nacional de Desarrollo, y procedimientos de 
coordinación y armonización entre el gobierno central y 
los gobiernos autónomos descentralizados para permitir la 
articulación de los procesos de planifi cación territorial en el 
ámbito de sus competencias.”

En ejercicio de la facultad prevista en el artículo 120, 
numeral 6, de la Constitución de la República, expide la 
siguiente:

    LEY ORGÁNICA DE ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL, USO Y GESTIÓN DE SUELO

TÍTULO I

PRINCIPIOS Y REGLAS GENERALES

Capítulo I

Objeto y Ámbito 

Artículo 1.- Objeto. Esta Ley tiene por objeto fi jar los 
principios y reglas generales que rigen el ejercicio de las 
competencias de ordenamiento territorial, uso y gestión del 
suelo urbano y rural, y su relación con otras que incidan 
signifi cativamente sobre el territorio o lo ocupen, para que 
se articulen efi cazmente, promuevan el desarrollo equitativo 
y equilibrado del territorio y propicien el ejercicio del 
derecho a la ciudad, al hábitat seguro y saludable, y a la 
vivienda adecuada y digna, en cumplimiento de la función 
social y ambiental de la propiedad e impulsando un 
desarrollo urbano inclusivo e integrador para el Buen Vivir 
de las personas, en concordancia con las competencias de 
los diferentes niveles de gobierno.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación. Las disposiciones de 
esta Ley serán aplicables a todo ejercicio de planifi cación 
del desarrollo, ordenamiento territorial, planeamiento y 
actuación urbanística, obras, instalaciones y actividades 
que ocupen el territorio o incidan signifi cativamente sobre 
él, realizadas por el Gobierno Central, los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados y otras personas jurídicas 
públicas o mixtas en el marco de sus competencias, así 
como por personas naturales o jurídicas privadas.

Artículo 3.- Fines. Son fi nes de la presente Ley:

1. Orientar las políticas públicas relativas al 
ordenamiento territorial, desarrollo urbano, a la 
vivienda adecuada y digna; promover un uso efi ciente, 
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equitativo, racional y equilibrado del suelo urbano y 
rural a través de la defi nición de principios, directrices 
y lineamientos, y generar un hábitat seguro y saludable 
en todo el territorio.

2. Defi nir mecanismos y herramientas para la gestión 
de la competencia de ordenamiento territorial de los 
diferentes niveles de gobierno, generar articulación 
entre los instrumentos de planifi cación y propiciar la 
correspondencia con los objetivos de desarrollo.

3. Establecer mecanismos e instrumentos técnicos 
que permitan el ejercicio de las competencias de 
uso y gestión del suelo de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados municipales y metropolitanos y del 
Estado en general, dirigidos a fomentar y fortalecer la 
autonomía, desconcentración y descentralización.

4. Promover el efi ciente, equitativo, racional y 
equilibrado aprovechamiento del suelo rural y urbano 
para consolidar un hábitat seguro y saludable en el 
territorio nacional así como un sistema de asentamientos 
humanos policéntrico, articulado, complementario y 
ambientalmente sustentable.

5. Establecer mecanismos que permitan disponer del 
suelo urbanizado necesario para garantizar el acceso de 
la población a una vivienda adecuada y digna, mediante 
la promoción de actuaciones coordinadas entre los 
poderes públicos, las organizaciones sociales y el sector 
privado.

6. Defi nir parámetros de calidad urbana en relación con 
el espacio público, las infraestructuras y la prestación 
de servicios básicos de las ciudades, en función de la 
densidad edifi catoria y las particularidades geográfi cas 
y culturales existentes.

7. Racionalizar el crecimiento urbano de las ciudades 
para proteger los valores paisajísticos, patrimoniales 
y naturales del territorio que permitan un desarrollo 
integral del ser humano.

8. Garantizar la soberanía alimentaria y el derecho a un 
ambiente sano, mediante un proceso de planifi cación 
del territorio que permita la identifi cación de los valores 
y potencialidades del suelo para lograr un desarrollo 
sustentable que aproveche de manera efi ciente los 
recursos existentes.

9. Homologar a nivel nacional los conceptos e 
instrumentos relativos a ordenamiento territorial, 
planeamiento urbanístico y gestión del suelo, de 
acuerdo con las competencias de cada nivel de 
gobierno; incrementar la efi cacia de la gestión pública 
en el ámbito del ordenamiento territorial, desarrollo 
urbano y gestión del suelo; y brindar seguridad jurídica 
a las actuaciones públicas y privadas sobre el territorio.

10. Propiciar los mecanismos que permitan la 
participación de la sociedad en los benefi cios 
económicos, derivados de las acciones y decisiones 
públicas en el territorio y el desarrollo urbano en 
general.

11. Establecer un sistema institucional que permita la 
generación y el acceso a la información, la regulación, 
el control y la sanción en los procesos de ordenamiento 
territorial, urbanístico y de gestión del suelo, 
garantizando el cumplimiento de la ley y la correcta 
articulación de los planes de desarrollo y ordenamiento 
territorial de los diferentes niveles de gobierno.

Artículo 4.- Glosario. Para efectos de la aplicación de esta 
Ley, se utilizarán las siguientes defi niciones constantes en 
este artículo:

1. Actuación urbanística. Procedimiento de gestión 
y forma de ejecución orientado por el planeamiento 
urbanístico que implica un proceso concreto de 
transformación del suelo o de su infraestructura, o una 
modifi cación de los usos específi cos del mismo.

2. Asentamientos humanos. Son conglomerados de 
pobladores que se asientan de modo concentrado o 
disperso sobre un territorio.

3. Barrio. Son unidades básicas de asentamiento humano 
y organización social en una ciudad, que devienen por 
ello en la base de la participación ciudadana para la 
planifi cación del desarrollo y el ordenamiento territorial 
municipal o metropolitano, de conformidad con lo 
dispuesto en la normativa que regula la organización 
territorial del Ecuador y la participación ciudadana.

3. Ciudad. Es un núcleo de población organizada 
para la vida colectiva a través de instituciones locales 
de gobierno de carácter municipal o metropolitano. 
Comprende tanto el espacio urbano como el entorno 
rural que es propio de su territorio y que dispone de los 
bienes y servicios necesarios para el desarrollo político, 
económico, social y cultural de sus ciudadanos. 

4. Desarrollo urbano. Comprende el conjunto de 
políticas, decisiones y actuaciones, tanto de actores 
públicos como privados, encaminados a generar 
mejores condiciones y oportunidades para el disfrute 
pleno y equitativo de los espacios, bienes y servicios 
de las ciudades.

5. Edifi cabilidad. Se refi ere al volumen edifi cable o 
capacidad de aprovechamiento constructivo atribuida 
al suelo por el Gobierno Autónomo Descentralizado 
municipal o metropolitano.

6. Equipamiento social y de servicios. Espacio o 
edifi cación, principalmente de uso público, donde 
se realizan actividades sociales complementarias a 
las relacionadas con la vivienda y el trabajo; incluye 
al menos los servicios de salud, educación, bienestar 
social, recreación y deporte, transporte, seguridad y 
administración pública.

7. Espacio Público. Son espacios de la ciudad donde 
todas las personas tienen derecho a estar y circular 
libremente, diseñados y construidos con fi nes y usos 
sociales recreacionales o de descanso, en los que 
ocurren actividades colectivas materiales o simbólicas 
de intercambio y diálogo entre los miembros de la 
comunidad.


